Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 11 y 10 minutos) 


-En nombre de la Comisión de Industria y Energía del Senado, damos la bienvenida a los señores Ministros de Relaciones 
Exteriores y de Industria, Energía y Minería y a sus asesores. 


La Comisión ha venido realizando una serie de reuniones con diversas empresas y asociaciones vinculadas con el sector 
energético. Luego de la última comparecencia del señor Ministro, llevamos a cabo una ronda con ANCAP, UTE, la Asociación de 
Grandes Consumidores, la Cámara de Industrias, GASEBA, Acodike, Riogas y Conecta. 


Asimismo, damos la bienvenida en el día de hoy a los reguladores, quienes no habían estado antes en la Comisión. 


Nos interesa tratar dos temas que los Ministros desarrollarán en el orden que deseen, en función de sus compromisos. Con el 
señor Canciller, concretamente, queremos saber cuáles han sido las gestiones que ha realizado la Cancillería y, por supuesto, 
también el Ministerio de Industria, Energía y Minería -sabemos que las ha realizado frente a las autoridades de la República 
Argentina por la contratación de gas natural y también de electricidad- debido al problema que surgió con la ruptura de la 
convertibilidad, la posterior pesificación de los contratos hacia adentro del territorio argentino y el mantenimiento de la dolarización 
en los contratos de exportación de la Argentina hacia terceros países. Con el señor Ministro de Industria, Energía y Minería 
pretendemos conocer la visión de su Cartera con relación al desarrollo del sector gasífero, en particular, así como también 
considerar una serie de interrogantes planteadas en su Ministerio. Asimismo, podría informar en nombre del Poder Ejecutivo sobre 
materia de tributación, etcétera. Debemos ver cómo armamos el rompecabezas que se está construyendo de una nueva matriz 
energética en el Uruguay. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Con mucho gusto comparecemos a la Comisión, a fin de precisar cuáles 
han sido las actuaciones cumplidas por la Cancillería en este tema, desde que la República Argentina adoptara decisiones de 
carácter interno que en el correr de este encuentro iremos examinando con más cuidado. 


He preferido hacer una suerte de esquema general, a modo de presentación, a efectos de poder ordenar la información, que 
proviene de diversas fuentes, ya que en esto ha actuado, por una parte, el Ministerio de Industria, Energía y Minería, por otra el de 
Relaciones Exteriores y, por último, UTE. Por consiguiente, tenemos tres agentes por el lado uruguayo; por el lado argentino hay 
otros, tanto privados como públicos. Es por eso que me ha parecido conveniente ordenar el análisis haciendo una suerte de repaso 
fundamental. 


El primer punto es caracterizar debidamente el caso, porque si no hacemos eso bien, podemos llegar a conclusiones un tanto 
alejadas de la verdadera naturaleza del asunto. 


En el caso, lo esencial es que estamos en presencia de un contrato. Me refiero a lo que está en juego, que es el suministro de gas. 
Hay un contrato, firmado el 10 de octubre de 2000, que es en sí mismo complejo en cuanto a su objeto, ya que no es único sino 
plural, y más adelante explicaré mejor a qué me refiero cuando digo esto. Por este contrato, firmado entre UTE y tres empresas 
argentinas -Panamerican Energy, Wintershell y British Gas- se conviene lograr tres objetos: compra de gas, transporte en territorio 
argentino y construcción de un "link" o nexo para ese transporte. El precio se pactó en pesos argentinos, y subrayo este elemento 
porque es decisivo a la hora de ver las actuaciones que se han venido cumpliendo. 


El segundo punto es saber cuáles son las partes en ese contrato. En lo que al Uruguay refiere, UTE es una empresa pública, por lo 
que integra el dominio comercial e industrial del Estado, lo que determina que desde el punto de vista internacional esa parte es, en 
realidad, el Estado Uruguayo; pero, del otro lado hay proveedores privados, por lo que es un contrato con sujeto público y también 
con sujeto privado. También esto es importante a la hora de saber cuál puede ser el recorrido que puede hacer el país frente a 
estas circunstancias. 


A su vez, en el año 2002, a raíz de una situación conocida por todos los aquí presentes y bajo circunstancias muy especiales de su 
economía, tanto interna como externa, la Argentina dicta el Decreto N* 689, titulado "Emergencia Pública y Reforma del Régimen 
Cambiario". Este decreto es el que, en una de sus disposiciones, prevé a título expreso que resulta razonable brindar un 
tratamiento particular a los contratos de compraventa de gas con destino a exportación y al transporte de gas con destino a la 
exportación -caso obviamente reflejado en el contrato de UTE con los proveedores- ante la existencia o amenaza de graves 
dificultades financieras exteriores o de balanza de pagos para, entre otros objetivos, mantener el flujo de divisas hacia el país que 
permita sostener un nivel de reservas financieras suficientes para la aplicación del programa de desarrollo económico o de 
transición económica. 


Además, este decreto argentino establece que los índices, precios o valores expresados en pesos en cuya composición o 
formación influyan directa o indirectamente precios, tarifas, costos o valores alcanzados por normas internas que aquí se citan y 
que se utilicen para fijar precios de los contratos referidos en el artículo 1%, inciso primero del presente decreto que refiere a los 
contratos de gas, se convertirán a dólares estadounidenses, a la relación de cambio de un peso igual a un dólar estadounidense. 
Quiere decir que conforme a este decreto, los contratos que UTE había celebrado en pesos argentinos pasaban a dólares y 
pasaban a la relación de uno a uno. Cada peso argentino un dólar, con lo cual esto modificaba sustantivamente la ecuación 
económica fijada por las partes a la hora de celebrar el contrato. 


Esto nos lleva de inmediato al punto cuarto, que alude a cuál es la situación económica que deriva de este decreto en sus efectos 
sobre UTE. El decreto es de orden público ya que así se fija en el propio decreto. Es interesante analizar cómo se establece puesto 
que dice: "El presente decreto es de orden público y sus disposiciones prevalecerán en caso de conflicto normativo con otras 


normas de rango equivalente o inferior". Quiere decir que aquí hay un avance del Poder Ejecutivo argentino sobre la naturaleza de 
esta norma. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica) 


- Debemos aclarar que cuando comenzamos la negociación -después veremos de qué forma se realizó- la postura uruguaya se 
basó sustancialmente en esta disposición del decreto argentino, diciendo a la parte argentina: "Ustedes mismos quisieron proteger 
el espíritu original de la transacción". ¿Cuál es la manera de proteger el espíritu original de una transacción que de golpe, de uno a 
uno a uno, pasa a ser de uno a tres? Buscando un equilibrio que permita a UTE contar con un precio competitivo, teniendo con los 
generadores y comercializadores argentinos una provisión de gas al mismo precio que el de los generadores argentinos -con la 
única diferencia del agregado por concepto del transporte- ya que de otra manera quedaría en una situación de total desequilibrio. 


Ahora me voy a referir a cómo evolucionaron los hechos luego de este decreto. Se han realizado un sinnúmero de gestiones por 
parte de UTE referidas a la negociación de esa nueva fórmula del precio, porque es evidente que ya había contraído obligaciones - 
como la compra del gas, su transporte y la construcción del "link"- y al haber pagado una parte por la construcción del "link" el 
contrato había tenido principio de ejecución. En cambio, la compra y el transporte del gas todavía no han tenido comienzo de 
ejecución. Frente a esto UTE inicia una serie de contactos y la parte argentina promueve una instancia arbitral -discutible desde el 
punto de vista de su procedencia, porque hay una cláusula en el contrato que excluye dicho mecanismo; no conozco el fundamento 
exacto de por qué el Tribunal Arbitral asumió competencia- donde se pretendió encontrar una fórmula intermedia con un precio a 
2,20 y con retroactividad a enero, que era la fecha de aplicación del decreto. Es así que el precio arbitrado por el Tribunal, en lugar 
de ser de 3 ó 3,10, que podría ser la cotización, fue de 2,20. Quiere decir que, aparentemente, el Tribunal Arbitral quiso encontrar 
algún camino intermedio. 


Cabe destacar que hubo una discusión muy fuerte a nivel judicial y arbitral entre los proveedores y UTE, que llevó al Ente a la 
necesidad de abrir nuevas avenidas de negociación y, por tal motivó, firmó un contrato con SENSA, otra compañía proveedora, el 
que se viene cumpliendo con normalidad. 


¿Cuál es la situación actual? Más adelante voy a relatar la participación que ha tenido la Cancillería. UTE ha negociado con los 
contratantes argentinos originales -o sea, con las empresas que mencioné en la apertura de esta presentación- con fecha 25 de 
abril de este año, un reajuste del precio del "link", obra que tenía un valor de U$S 18:800.000, el que finalmente se situó en U$S 
15:300.000, por lo que la rebaja neta sobre el precio original fue de U$S 3:500.000. Esto significa que el Ente llevó adelante una 
negociación dirigida a revisar esa parte del contrato que no dice relación con el suministro, sino con la obra. Es evidente que una 
cosa es el precio del gas y su transporte, que es intervenido por el decreto, y otra es el precio de la obra, que no está intervenido 
por el mismo. Es importante tener esto en cuenta porque el precio de la obra está fijado en dólares y el del gas y su transporte lo 
está en pesos. 


SEÑOR DE BOISMENU..- Quisiera saber si el contrato sobre el "link" estaba hecho en moneda extranjera. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES..- Se trata de una obra que formaba parte del contrato original establecido en 
dólares. Para el caso del "link" siempre se había manejado un régimen distinto al del gas y al de su transporte, porque se trata de 
una obra, de una construcción y, por lo tanto, era de cargo de UTE y su precio original era de U$S 16:342.650, a lo que se 
agregaba una variación que incluye el Impuesto a los Ingresos Brutos y el Impuesto a los Sellos, que lo colocan en U$S 
18:800.000. Esto determina que sobre el precio final haya una disminución de tres millones y medio de dólares, como consecuencia 
de la negociación realizada el 25 de abril. Se trata de un reajuste del precio logrado en esa fecha. 


Por lo tanto, como primer punto, el 25 de abril se hace el reajuste del precio del "link" y, por una adenda al acuerdo de suministro, 
con fecha 27 de junio de este año, se establece como fecha de primera entrega del gas el 30 de setiembre del 2005. También se 
estableció que antes del 1? de setiembre de 2004 habrá una prórroga y, por lo tanto, como ustedes advertirán claramente, la habrá 
en lo relativo a los derechos y obligaciones del contrato original, porque este acuerdo se produce entre las partes firmantes de los 
contratos originales. En dicha prórroga se establece que antes del 1% de setiembre de 2004, UTE debe acreditar tres cosas: 
primero, que compró el predio para instalar la usina central de generación térmica; segundo, que ha obtenido los permisos 
municipales y ambientales para operar, y tercero, que ha hecho un pago irrevocable a un proveedor de equipos y desarrollador de 
proyectos de generación térmica, no menor al 15% del valor total de las turbinas y calderas necesarias para dicha central. Reitero 
la actualidad de este documento que se firmó el 27 de junio de 2003. 


Hecha esta sumaria descripción de los hechos para ubicar el tema, paso a lo que tiene que ver con la intervención de nuestra 
Cancillería. Hubo un momento en el cual este asunto se transformó en algo de difícil manejo a nivel de los operadores y de UTE 
porque, naturalmente, como los señores Senadores habrán advertido, en este tema estaba incluida buena parte de la nueva 
política económica argentina en materia de obligaciones internacionales. Por consiguiente, fue necesario hacer una suerte de 
puesta a punto a nivel de Cancillerías para saber si había ambiente favorable entre los dos países para llegar a una solución o, por 
el contrario, si había una actitud rígida de sostenimiento por parte de la Argentina de esas normas que había dictado en la ocasión 
mencionada de enero de 2002. Con ese propósito, tuvimos una reunión en Buenos Aires que se divide en dos partes. 


El 30 de setiembre de 2002 se reúnen el Subsecretario de Relaciones Exteriores y el Viceministro argentino, en Buenos Aires, a los 
efectos de identificar el problema del gas y verlo dentro de la temática bilateral con la Argentina, por la necesidad de encontrar 
alguna definición, dada la importancia que este recurso tiene para la definición, a su vez, de la matriz energética de nuestro país. El 
cambio de las condiciones del contrato desequilibra, a nuestro juicio, la ecuación económica del sistema energético con base, en 
este caso, en el gas. Por tanto, la argumentación del Uruguay se basa en que este cambio en las condiciones del contrato 
promovido por una sola de las partes o uno solo de los Estados involucrados en el negocio, crea, innova sobre las bases originales 
y obliga a que el Estado argentino tome en consideración la posición uruguaya. 


El día 30 de setiembre ya se da una presentación de posición en Buenos Aires en esa reunión que mencionaba, que se hace con la 
Secretaría de Energía de la República Argentina. El día 1? de octubre me reúno personalmente con el Canciller Ruckauf y emitimos 
un comunicado conjunto en Buenos Aires que es muy breve. Allí se expresa que, en ocasión del encuentro del señor Ministro de 
Relaciones Exteriores de la República Oriental del Uruguay, doctor Didier Opertti, con el señor Ministro de Relaciones Exteriores, 
Comercio Internacional y Culto de la República Argentina, doctor Carlos Ruckauf, en Buenos Aires, el 1? de octubre de 2002, 
ambos Cancilleres analizaron en profundidad el escenario político internacional, la situación hemisférica regional y el estado actual 
del proceso de integración sudamericana y del MERCOSUR. Los dos Cancilleres consideraron los distintos temas de la agenda 
bilateral, en particular los de orden económico y comercial, acordando establecer dos grupos de trabajo coordinados por los 
respectivos Vicecancilleres para tratar los asuntos pendientes de interés recíproco en materia de transporte terrestre y de energía, 
en especial gas y electricidad, respectivamente. En dicho comunicado se continúa diciendo que en un plazo de 30 días ambos 
grupos elaborarán propuestas que permitan alcanzar acuerdos mutuamente satisfactorios dentro de los marcos regulatorios 
vigentes, con relación a los aspectos específicos que forman parte de la agenda de interés de cada uno de los países. 


Con respecto a los asuntos de carácter económico y comercial, ambos Cancilleres manifestaron su satisfacción por los trabajos en 
curso del Grupo ad hoc creado el 23 de agosto pasado para el tratamiento y resolución, en un plazo de sesenta días, de distintos 
temas comerciales de la agenda bilateral. Ambos Ministros subrayaron la importancia de estas iniciativas y de otras que puedan 
encararse en el plano bilateral con el objetivo de resolver en el corto plazo todas las cuestiones económicas y comerciales 
pendientes. Por último, se expresa que estas definiciones contribuirán al fortalecimiento de la estrecha relación que siempre ha 
caracterizado a las dos naciones y redundarán en inmejorables beneficios para el proceso de integración del MERCOSUR, con el 
que ambos países están totalmente comprometidos. 


Dado el carácter de estos comunicados, los señores Senadores advertirán que no tiene precisiones específicas sobre el contenido 
del tema, porque ésta es una instancia de reafirmación de la voluntad política de llevar adelante esas gestiones. El Grupo de 
Trabajo comienza a desarrollar su tarea el 17 de octubre, que se reúne en Buenos Aires, y el 24 de ese mes se reúne el entonces 
Ministro Sergio Abreu con el Secretario de Energía argentino, señor Guillermo Devoto y sigue toda una gestión en la cual está 
expresado, a través de distintos encuentros, el interés de mantener una relación del Uruguay con la Argentina en materia de 
energía eléctrica, y particularmente aquella producida con gas, de modo concertado bilateral, obedeciendo al espíritu que había 
inspirado la contratación original. 


Esto tiene una ubicación -que también pretendo brevemente compartir con los señores Senadores- que es muy clara y que tiene 
que ver, según el texto que he tenido a la vista de la sesión de este Cuerpo con antelación, con la aplicación o la no aplicación, la 
acción u omisión en lo que tiene que ver con la actividad de la Cancillería. 


De lo dicho anteriormente surge la incumbencia de la Cancillería en el soporte político necesario para imprimir a la negociación una 
señal clara de que ambos gobiernos la veían con interés; es decir que no se trataba de una negociación típica o exclusivamente 
privada entre un proveedor privado y un destinatario Estado, sino que había un interés oficial y estatal en el tema. 


En segundo lugar surge con mucha claridad que nunca lo encaramos como la movilización de un procedimiento de solución de 
controversias. Me parece importante aclarar esto desde el comienzo, porque ha sido así. Por un lado hemos querido disuadir, evitar 
la controversia y seguir el camino de la negociación. Dentro de ese camino se han producido todos estos hechos y circunstancias 
que vengo a narrar sobre la relación directa de UTE con sus proveedores; pero, además, este camino -es importante referirlo- está 
en el espíritu del MERCUSOR. Obsérvese que el Decreto N* 689 de la República Argentina es un acto soberano de ese país, no un 
acto de incorporación de una normativa MERCOSUR. El Decreto N* 689 fue dictado al amparo de las competencias 
constitucionales y legales de la República Argentina. El punto de fricción de ese decreto con los derechos uruguayos está en la 
determinación de una nueva ecuación económica para un precio. Quiere decir que allí está el punto de fricción, no en el 
incumplimiento de una normativa del MERCOSUR. Me parece importantísimo aclarar este punto porque a veces en este tema del 
MERCOSUR puede caerse en una conclusión un tanto lineal de que todos los temas de comercio -hasta aquellos en los que son 
parte los particulares y el Estado o los particulares entre sí- están incluidos en la normativa MERCOSUR. Solo lo están cuando la 
situación proviene o se origina en una normativa MERCOSUR, que naturalmente no existe sino desde el momento de su 
internalización. 


Esto lo dice claramente el artículo 1% del Protocolo de Brasilia, que es el Protocolo de Solución de Controversias. Al hablar del 
ámbito de aplicación, dice que las controversias que surjan entre los Estados Parte sobre la interpretación, aplicación o 
incumplimiento de las disposiciones contenidas en el Tratado de Asunción de los acuerdos celebrados en el marco del mismo, así 
como de las decisiones del Consejo del Mercado Común y de las resoluciones del Grupo Mercado Común, serán sometidas a los 
procedimientos de solución establecidas en el presente contrato. 


Aquí se trataba de un contrato, no de una decisión contenida en el Tratado de Asunción ni, por cierto, del resultado de la 
internalización de alguna disposición del MERCOSUR. Se trata de un contrato que tiene un determinado régimen jurídico, y a pesar 
de aquellos que pudieran sostener una tesis amplificadora del uso del sistema de solución de controversias del MERCOSUR, 
nuestra posición como Cancillería es la de que este asunto está delimitado en esa negociación bilateral, mixta, de lo privado y 
público a la que hice referencia antes. Aun para aquellos, reitero, que pudieran sostener el uso extensivo, la aplicación extensiva 
del MERCOSUR a este caso, hay una norma que no se puede ignorar, que es el artículo 2” del Protocolo de Brasilia. Ese artículo 
dice que los Estados Parte de una controversia procurarán resolverla ante todo mediante negociaciones directas. Es decir, la 
negociación directa es el elemento determinante; sólo ante el fracaso de ella se hace un informe al Grupo Mercado Común, y es a 
través de la Secretaría que comienza todo este proceso de dilucidación arbitral. Naturalmente, en ese caso este arbitraje no existe. 
El arbitraje al que hice referencia es de carácter privado y nada tiene que ver con el arbitraje de solución de controversias del 
MERCOSUR. Me parece importante retener esta idea. 


Por lo tanto se trata, en rigor, de una solución contractual. Los particulares no tienen acceso directo a la Justicia en el MERCOSUR. 
Esto es conocido; incluso aquí hay personas que han participado mucho en este tema y lo conocen muy bien. Para que un privado 
tenga acceso, y supongamos que así lo dispusiera un privado argentino, tendría que ser endosado por la sección nacional del 
Gobierno argentino. Sin embargo, nada de eso se ha dado. Las empresas privadas argentinas han seguido negociando mano a 
mano con UTE, a través de la intervención de las Cancillerías para endosar esa negociación y así darle fuerza y contenido de 
relación internacional entre los Estados, pero sin sustituir la mesa de negociación propia de las partes interesadas. 


Por lo tanto, a modo de conclusión, tendríamos que decir que no existe, que no hay planteada una controversia entre Estados, sino 
entre un Estado y proveedores, controversia que, además, viene siendo manejada mediante negociaciones directas que se 
expresan en ese acuerdo en materia de precios del "link" y en esa prórroga en materia de suministro y transporte a la que hice 
antes referencia. Es decir que se trata en rigor de un caso o de una situación que está llevando un recorrido a juicio, desde el punto 
de vista de la Cancillería, dentro de lo que constituiría el cuadro de situación original. Se trata, en definitiva, de una negociación que 
en la medida en que las partes van renovando su compromiso pero prolongándolo en el tiempo, habilita a que durante ese lapso 
pueda generarse la nueva situación de la ecuación económica. 


No es ajeno a esto, obviamente, la política de tarifas de la República Argentina. Este es un tema muy conocido por los señores 
Senadores, está en proceso y constituye parte de un capítulo internacional de negociación argentina con los organismos 
internacionales de crédito y de asistencia financiera. Por lo tanto, es un tema mayor. Lógicamente, tendrá, eventualmente, su 
incidencia en los términos de esta negociación. 


Concluyo diciendo que hay una negociación en curso que ha producido resultados concretos y tangibles que son los que acabo de 
expresar. Me refiero a la rebaja significativa del precio del "link" de aproximadamente de un 20% y de la prórroga de las 
prestaciones para generar un espacio en el cual UTE no caiga en mora y pueda ser consecuentemente sancionado con algún tipo 
de medidas punitorias en virtud del vencimiento de los plazos. Esta es la situación; la Cancillería ha apoyado esta negociación y lo 
ha hecho desde una expectativa vigilante y con una vigilancia activa cuando ha sido necesaria, pero sin interferir en el proceso de 
negociación comercial que le corresponde llevar a cabo a las partes, máxime cuando ese proceso ha dado muestra de avances. 
Naturalmente que es un avance lento, como corresponde a la importancia del tema, porque que en seis o siete meses se haya 
podido lograr una suerte de construcción de una nueva ecuación económica, creo que va en la línea que fue oportunamente 
señalada por el gobierno, de procurar el análisis de este decreto de la República Argentina. Me refiero al Decreto N* 689 como una 
norma que inhabilita a la renegociación de los precios contractuales. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGIA Y MINERIA.- Como complemento de lo que acaba de expresar el señor Canciller, 
quiero aclarar que en total coordinación con el Ministerio de Relaciones Exteriores y con las empresas públicas y privadas que 
están interviniendo en esto, el Ministerio de Industria, Energía y Minería ha estado siguiendo de cerca el tema e interviniendo cada 
vez que así se le ha requerido o que ha entendido que era necesario hacerlo. Lo hemos hecho en la misma forma que la 
Cancillería: sin publicidad, con absoluto y total bajo perfil, coordinando con todos, porque nos parece que no es en la estridencia de 
los titulares de los periódicos que estas situaciones encuentran su solución. 


Desde que asumimos, hace ya casi ocho meses, obviamente que enfrentamos una realidad bastante complicada. Sobre la 
situación de la República Argentina creo que no debemos insistir, pero sí queremos aludir a un tema que agregó algunos problemas 
a los que ya existían. Me refiero al hecho de que finalizaba un Gobierno y comenzaba otro, lo cual evidentemente nos afectó. 


Al leer las versiones taquigráficas de las reuniones de esta Comisión, vimos algunas afirmaciones que no son ciertas, que nos 
parece conveniente aclarar. En primer lugar, no es verdad que no se ha hecho nada; por el contrario, se ha hecho mucho. 


En segundo término, no es cierto que se haya intentado proteger a ANCAP en las negociaciones que se han hecho con el tema del 
gas en la Argentina. Quiero desmentir esta afirmación total y absolutamente. No es verdad que ese tema haya estado presente en 
las negociaciones. Nuestro único interés en el apoyo a las negociaciones y en nuestro trabajo ha sido el de defender los intereses 
del país y de ANCAP, pero no en lo que refiere a los problemas que tiene la empresa respecto del gas natural, la nafta o el gasoil. 
Todo aquel que afirme lo contrario, deberá probarlo. 


En total coordinación con la Cancillería y con la posición jurídica que tan sólidamente ha expresado recién el señor Ministro de 
Relaciones Exteriores, lo que hicimos fue, en el ámbito de la Secretaría de Energía y del Ministerio de Industria, Energía y Minería 
del Uruguay, realizar las negociaciones y los apoyos correspondientes. 


Me permito señalar, además, en apoyo a esto, que entre los temas más importantes que hoy tiene el Ministerio de Industria, 
Energía y Minería con relación a la República Argentina, está el del gas, pero también otros que se fueron solucionando, y otros 
que no se solucionaron y nos obligaron a adoptar resoluciones, y debo decir que no nos ha temblado el pulso en el momento de 
tomar decisiones. Es muy claro, por ejemplo, el procedimiento que se inició hace dos años respecto de los aceites que se 
introducían en la plaza desde la República Argentina, que se realizó con todas las garantías correspondientes y que hace un mes y 
poco finalizó con la adopción, por parte del Uruguay, de las medidas que correspondían, como sanción, a aquellas empresas que 
estaban aplicando una política equivocada y desleal respecto de su producción. 


Asimismo seguimos adelante con el diferendo por las zonas de promoción de la República Argentina y seguimos muy de cerca lo 
que está sucediendo con la inversión de ANCAP con Sol Petróleo. 


Por otra parte, puedo decir que a solicitud de UTE hemos intervenido activamente en lo que respecta a la compra de energía 
eléctrica a la República Argentina. Quizás esa sea la muestra de que la estrategia fue la adecuada. UTE desarrolló un equipo muy 
importante en coordinación con la Cancillería y la Embajada en la República Argentina. De esa forma, se rescindieron 
unilateralmente tres contratos con empresas que suministraban energía eléctrica a UTE y se realizó un nuevo contrato con una 
cuarta empresa. Esto significó un ahorro de U$S 30:000.000 para UTE en la compra de energía eléctrica. Dichos contratos debían 
darse de baja en la Secretaría de Energía de la Argentina y debían registrarse nuevos contratos. En ese momento, se solicitó la 
intervención del Ministerio de Industria, Energía y Minería; rápidamente se hicieron las gestiones y la Secretaría de Energía de la 
República Argentina dio de baja esos contratos, pese a la adopción de medidas judiciales y cautelares por parte de las empresas a 
las cuales se les había rescindido el contrato. Mediante esa gestión, a través del beneficio que obtuvo UTE, el país entero se vio 
beneficiado. 


También está el tema del gas y ya ha hecho referencia el señor Canciller a la situación del "link" y a la rebaja obtenida por lo que se 
debía abonar por éste. El "link" es el gasoducto que va desde Buchanan hasta el gasoducto Cruz del Sur. La inversión la tuvo que 
realizar UTE y el país, porque el gas del sur iba únicamente hasta Buchanan. Sin lugar a dudas, quizás lo más importante es lo que 
ha sucedido con referencia a lo que decía el Canciller que se firmó el 27 de junio pasado por el problema que enfrentaba el país. 
UTE tenía un contrato "take or pay" que entraba en vigencia en setiembre del año que viene y para ello debía tener una central que 


consumiera el gas para producir energía eléctrica. Resultaba obvio que no iba a ser posible tener la central en funcionamiento 
antes de setiembre del año que viene. 


Mediante distintas gestiones realizadas en Buenos Aires por UTE con funcionarios de la Cancillería, se logró una prórroga hasta 
fines de 2005 para que entrara en vigencia dicho contrato. ¿Por qué? Porque se habían hecho dos llamados y la situación 
económica de la región había influido sobre ellos, lo cual le daba el aire suficiente para empezar a consumir el gas. 


Quiere decir que en los hechos la estrategia que ha delineado el señor Canciller o la que corresponde por derecho, de acuerdo con 
las normas del MERCOSUR, es la que se aplicó y, efectivamente, ya ha dado resultados. Obviamente, ha dado resultado en el 
silencio de las negociaciones serias y no en la estridencia de los titulares de los periódicos. Nos parece que esa es la forma de 
trabajar para lograr los resultados como se han obtenido. 


También hemos seguido de cerca la situación de las empresas privadas que están involucradas, como ser, GASEBA o Conecta -en 
realidad, en el caso de Conecta, ANCAP participa- y todavía no han iniciado demandas. En sus contratos tienen un Tribunal Arbitral 
con sede en Santiago de Chile. Esto es lo que tengo para agregar a la exposición del señor Canciller respecto de este tema, pero si 
hay otro aspecto para considerar en cuanto a la estrategia energética y del gas en el país, quedo a las órdenes. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Solamente quería agregar que pasado mañana estaré en Buenos Aires 
reuniéndome con el Canciller Rafael Bielsa para hacer un repaso de situación de los temas de política exterior en los que ambos 
Gobiernos están trabajando. Lo hacemos desde nuestra condición de país que tiene la Presidencia "pro tempore" del MERCOSUR 
durante este semestre y también, naturalmente, desde la condición de gobierno de un país hermano que desea llevar adelante con 
el gobierno argentino la temática bilateral que los vincula, así como también la búsqueda de algunas ideas centrales, diría, en el 
manejo de cuestiones de gran importancia internacional, como son, por ejemplo -y sin duda- las negociaciones comerciales en 
curso, tanto al interior del MERCOSUR como al interior del ALCA y de la OMC. 


De manera que, al decir esto, estoy de alguna manera corroborando la afirmación antes expuesta sobre la activa presencia de la 
Cancillería en este asunto por los intereses que están en juego y también, naturalmente, por la necesidad de mantener una tarea 
coadyuvante de una de las partes, que es el Estado mismo, a través de una Persona Pública Estatal. Quería referir esto sólo a los 
efectos de informar a la Comisión. 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.- Ante todo, agradezco a los señores Ministros y a sus asesores la información, porque lo que 
estamos escuchando es esclarecedor y constituye un aporte al estudio que esta Comisión viene realizando sobre, prácticamente, el 
marco energético futuro de nuestro país. En ese sentido, me parece que es un éxito la postergación del plazo que se ha logrado; es 
realmente algo formidable, ya que precisamente ese apremiante plazo y ese contrato que nos obligaba a pagar, consumiéramos o 
no el gas contratado -con las condiciones variadas por decisiones del Gobierno argentino- constituían una de las mayores 
preocupaciones que teníamos. 


Aquí se ha dicho, aunque no por mi parte -como lo ha señalado también el señor Ministro, quien ha leído las versiones taquigráficas 
de lo actuado en esta Comisión desde hace ya tiempo- que la Cancillería no negoció lo suficientemente bien el tema del contrato 
del gas y el cambio de las reglas de juego impuestas por decisiones del Gobierno argentino. Pero hay algo más que también me 
preocupa, y por ello quisiera formular algunas preguntas al señor Ministro de Industria, Energía y Minería. Aclaro, sí, que alguna de 
ellas tiene también alguna vinculación con la Cancillería. 


El señor Ministro de Industria, Energía y Minería recién decía que, entre otras cosas, se ha estado analizando nuestra relación con 
la Argentina en lo que refiere a las zonas de promoción de dicho país. Aclaro que no entiendo muy bien sobre esta temática, pero 
puedo imaginar, más o menos, de qué se trata. Sabido es -o, por lo menos, quien habla se ha enterado de ello a lo largo de estos 
avatares senatoriales- que nuestras Zonas Francas perdieron el origen MERCOSUR de las mercaderías que entren en ella, en la 
relación con los demás países o, al menos, con la Argentina y el Brasil, y esto, según creo, fue a raíz de una decisión tomada en 
Ouro Preto. Entonces, me gustaría saber si entre el Brasil y la Argentina rige la misma pérdida de origen MERCOSUR de las 
mercaderías que entran en las llamada Zonas Francas de ellos; es decir, en las zonas de promoción del sur argentino, y en otras 
que tenga el Brasil. ¿O acaso no rige para ellos esa excepcionalidad? A su vez, las mercaderías provenientes de zonas de 
promoción argentina, ¿pueden entrar a Uruguay con origen MERCOSUR, o sea con arancel cero? Y suponiendo que así fuera, ¿a 
cambio de qué? 


Por otro lado, en la última comparecencia del Directorio de ANCAP ante esta Comisión, se informó que el Ente le ha cedido a 
Conecta -de la que somos socios- el negocio de los grandes consumidores, es decir, la provisión mayorista de gas directamente 
por parte de ANCAP a las empresas o consumidores que están por arriba de los cinco mil metros cúbicos por día. Esto consta en la 
versión taquigráfica y verdaderamente me preocupa mucho, porque ANCAP cede lo que, a mi juicio, es un buen negocio, y lo hace 
sin contrapartida, pues cuando le preguntamos al Presidente del Ente cuál era la contrapartida de Conecta por esa cesión de 
negocios, nos dijo que esa cesión no era a título oneroso. Esto es realmente preocupante. 


Por otro lado, nos ha llegado información con respecto a que ANCAP está tratando de vender las reservas de gas descubiertas 
oportunamente por Petrouruguay -y de las cuales nosotros nos estamos suministrando- en la Argentina. 


Por último, señor Ministro, cabe recordar que este Senado, en oportunidad de resolver lo concerniente a la Comisión Investigadora 
de los negocios de ANCAP en la República Argentina, en uno de los puntos de dicha resolución y por unanimidad se estableció que 
se iba a recibir un informe bimensual de los negocios, cuentas y movimientos de ANCAP en la Argentina. Según he calculado, a 
fines del mes pasado se venció el plazo y estarían con unos quince días de atraso. Repito, este Senado resolvió en forma unánime 
-toda la moción no se votó por unanimidad sino sólo este punto- que se nos hiciera llegar esta información en forma bimensual. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGIA Y MINERIA.- Si le parece bien al señor Senador, voy a comenzar a responder por 
el final, pues estando el doctor Opertti en Sala y siendo él Profesor Grado 5 de Derecho Internacional Privado, me parece una 
irrespetuosidad formular declaraciones sobre las normas del MERCOSUR. 


En lo que tiene que ver con el tema de ANCAP, empezando por el informe bimensual, obviamente, es algo que la Comisión 
Investigadora le ha pedido al Ente y no al Poder Ejecutivo. De todas formas, me voy a informar, concretamente, en ANCAP acerca 


de qué fue lo que sucedió con esto, es decir, si asumió esta obligación -que descuento que la asumió porque así lo está diciendo el 
señor Senador- y veré qué es lo que ha dilatado la entrega de esa información que se está solicitando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A lo que refiere el señor Senador Fernández Huidobro es a la resolución del Senado en oportunidad de 
que las actuaciones de ANCAP pasaran a la Justicia. En esa moción de resolución hay un punto que se votó por unanimidad y es el 
de solicitarle a ANCAP que informe al Cuerpo -no a esta Comisión, sino al Senado- sobre la marcha de los negocios de la empresa 
en la República Argentina. 


He hecho esta aclaración a los efectos de precisar y que la consulta con ANCAP no cree confusiones. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGIA Y MINERIA.- Realizaré los trámites correspondientes para que quien tiene que 
cumplir con la entrega de ese informe lo haga cuanto antes. Tomo debida nota y se lo haré llegar a ANCAP. 


Respecto a que ANCAP cedió a Conecta negocios de grandes consumidores, no sé si "ceder el negocio" es el término adecuado 
para calificar lo que hizo el Ente. Tengo entendido que ANCAP se retiró del suministro directo de gas a los grandes consumidores. 
En este sentido me permito hacer una aclaración: los grandes consumidores, si lo desean, pueden directamente y sin intervención 
de Conecta en el interior ni de GASEBA en Montevideo, conectarse directamente con gasoducto Cruz del Sur y adquirir el gas en la 
cuenca austral argentina. Entonces, ANCAP tomó esa decisión porque entendió que no tenía la capacidad de transporte y de 
carácter empresarial como para encarar ese negocio. Además, supongo que analizando los intereses, la empresa que lo realizaba 
habrá evaluado debidamente desde el punto de vista empresarial cuál era su conveniencia. Las únicas limitaciones que constan en 
el contrato que une al Estado con GASEBA para que un gran consumidor se conecte directamente al gasoducto Cruz del Sur y 
adquiera el gas sin pasar por los concesionarios, son que GASEBA o Conecta tienen la posibilidad de construir el ramal a su costo. 
Esta medida parece bastante sensata porque cuando un gran consumidor pretende construir un ramal, quizás pueda ser 
conveniente realizar esa obra para las empresas concesionarias y, de esa manera, adhieran nuevos clientes. Este es el motivo por 
el que se incluyó esta cláusula que, repito, ya existía cuando llegué al Ministerio y, de todos modos, me parece muy sensato que se 
la haya incluido directamente. 


En cuanto a que ANCAP está tratando de vender sus reservas de gas en la Argentina, debo decir que requeriré la información 
directamente en ANCAP y se la trasladaré al señor Senador. Puede ser que lo esté evaluando, que lo esté haciendo o que no, pero 
es evidente que si se anuncia públicamente que lo va a hacer, previamente se estará influenciando en la negociación y quizás en 
los precios. 


Por otra parte no quiero ingresar a un tema polémico -sobre el que he leído mucho en las versiones taquigráficas- que es el relativo 
a la posibilidad de establecer los 5.000 metros cúbicos o más. La posición del Ministerio es que se trata de una cantidad suficiente 
y, por consiguiente, no parece necesaria aumentarla en este momento. Naturalmente, el sector privado pretende que ese límite sea 
superior, como lo desearía cualquier persona que busca vender más en el mercado. 


En lo que tiene que ver con la relación con la Argentina, daría el uso de la palabra al señor Canciller para que responda si la 
mercadería proveniente de la Zona Franca del Brasil o de la Argentina tiene el mismo tratamiento. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- La pregunta formulada por el señor Senador Fernández Huidobro está 
relacionada con la circulación de bienes en el MERCOSUR, provenientes de las Zonas Francas. Básicamente hay dos grandes 
Zonas Francas, una en Ushuaia, en la Argentina, y otra en Manaos, en el Brasil. Esos productos pagan arancel y, por lo tanto, no 
tienen origen MERCOSUR en lo que concierne a su circulación externa por lo que, si un producto sale del Brasil para entrar en el 
Uruguay, paga arancel como si proviniera de un tercer Estado. 


(Intervención del señor Senador Fernández Huidobro que no se escucha.) 


- Efectivamente, paga arancel. Aquí la dificultad radica en otro punto y está en lo relativo a la circulación de esos bienes en la 
interna de sus respectivas economías porque, evidentemente, cuando circulan productos fabricados en Zonas Francas que están 
exentos de tributos y que cuentan con una serie de exenciones que gravitan sobre su precio final, evidentemente, dichos bienes 
establecerán situaciones de competencia desleal con otros productos fabricados en otro Estado de la región, que podría ser 
competitivo si no existiera dicha sobreprotección. 


Como los señores Senadores y el señor Presidente saben, el tema relativo a las Zonas Francas está incluido en la Agenda 
Permanente del MERCOSUR y aparece en el documento Programa 2006, presentado por el Brasil, y es un asunto sumamente 
sensible en el debate mercosureño. A este respecto, les informo que estamos trabajando en esa Agenda, pero como este no es el 
espacio adecuado para informar sobre el MERCOSUR, me pongo a disposición de las Comisiones correspondientes. Ya lo he 
hecho en la Comisión de Asuntos Internacionales de la Cámara de Representantes, en una forma un tanto "sui generis", puesto que 
el encuentro se llevó a cabo en la Cancillería por una invitación nuestra, y también lo hicimos con la Comisión parlamentaria 
conjunta. No obstante, desearíamos también tener la instancia que nos permita dar una información más general en el Senado y, 
por lo tanto, estamos trabajando en esa dirección. Lo importante es que este Cuerpo sepa que con respecto a ese tema en 
particular que se ha tocado, que sin duda es una de las piezas importantes en la región en materia de economía y comercio, 
estamos haciendo un trabajo de examen de antecedentes, con la finalidad de fijar una posición clara. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no entendí mal, el señor Ministro de Industria, Energía y Minería mencionó que Conecta, en su contrato 
con los proveedores argentinos, tiene previsto un Tribunal Arbitral con sede en Santiago de Chile. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGIA Y MINERIA.- No Conecta, sino GASEBA. Conecta tiene un contrato con ANCAP, 
por lo que sería éste último el que tendría que reclamar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿ANCAP tiene un Tribunal previsto en sus contratos? 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGIA Y MINERIA.- Eso no lo sabría precisar; lo que sé es que GASEBA tiene un Tribunal 
Arbitral con sede en Santiago de Chile. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La preocupación que se ha manifestado en la Comisión por distintos Senadores ha sido cuál es la 
estrategia del Uruguay para lograr revertir la compra de gas por parte de ANCAP en el gasoducto, en materia de lo que hablábamos 
al principio, es decir, entre los pesos y los dólares. Si la Argentina nos vende en dólares, al igual que al Brasil y a Chile, no está 
teniendo una actitud discriminatoria con el Uruguay, pues lo está haciendo debido a los fundamentos del decreto al que daba 
lectura el señor Canciller al principio de la sesión y que explicitan la emergencia económica que ha vivido la Argentina. Es decir, 
uno se pregunta cuáles son los pasos que ha dado y podrá dar nuestro país para llegar a una buena solución -tal como lo hemos 
hecho en el caso de UTE- en cuanto a la compra de gas por parte de ANCAP. Digo esto porque lo que se ha manifestado en 
Comisión -y sin duda es compartible y estoy seguro de que ambos Ministros lo comparten- es la preocupación en cuanto a las 
condiciones desventajosas en términos de competitividad en las que se encuentra el sector productivo uruguayo con relación al 
argentino, y no con el brasileño o el chileno, que tienen las mismas condiciones que nosotros. En este sentido, queríamos saber 
cuál era la visión del Ministerio en cuanto a los pasos que se han dado y que se pueden dar en el futuro. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGIA Y MINERIA.- Quisiera dar dos pasos hacia atrás para ver el bosque y no un árbol, 
lo cual me parece importante en esta situación. 


En primer lugar, debo decir que el primer consumidor de gas natural de la República Argentina es una central de ciclo combinado. 
Recordemos que en la última comparecencia que tuvo en esta Comisión el contador Davrieux, fue muy claro ya que participó en la 
parte inicial de todo esto. Dijo que principalmente era para generar energía eléctrica, en segundo lugar para la industria, en tercer 
término para los domicilios y, por último, estaba el tema del gas natural vehicular. Advirtió, además, que en realidad lo del gas 
natural vehicular se consideró hacia el final y que eran los otros temas los que lo habían motivado. De ahí que desde hace mucho 
tiempo hayamos puesto el énfasis en solucionar el tema de UTE y ese contrato "take or pay". Esa fue la principal preocupación y 
por tanto el agradecimiento a la tarea que realizó UTE y el equipo de trabajo en la negociación, tiene que ser muy grande porque lo 
que logró es muy importante. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR ASTORI.- Simplemente quería decir que coincido absolutamente con la visión del señor Ministro de Relaciones Exteriores, 
y asimismo quería hacer una precisión. El hecho de que solo el Estado es el que tiene una visión global del proceso, en este caso 
de las relaciones exteriores vinculadas al tema de integración, no impide sino que por el contrario implica que deba 
complementarse con una adecuada información, que quien está presidiendo la negociación en nombre del Estado recibe de los 
sectores privados. Ese es el delicado complemento que hay que tener y que el señor Ministro conoce mucho mejor que nosotros, 
por supuesto. Lo cierto es que coincido totalmente con esa visión. 


Asimismo aprovecho esta intervención para hacer una reflexión pregunta. Es muy correcto -y los señores Ministros de Relaciones 
Exteriores y de Industria, Energía y Minería lo han demostrado- que aquí estamos -me refiero al problema original que se empezó a 
analizar en esta Comisión y que después derivó, por lo visto, hacia otros temas- ante una negociación entre el Estado uruguayo y 
proveedores privados. Eso es indiscutible. Ahora bien, mi pregunta concreta es la siguiente. El hecho de que haya habido un 
decreto del Gobierno argentino que modifica las reglas de juego -decreto que fue formulado al amparo de la soberanía argentina, 
como bien explicó el señor Ministro de Relaciones Exteriores- ¿no habilita a que el Estado uruguayo tenga el derecho a gozar de 
una participación protagónica, activa y más que vigilante, de intervención en las negociaciones? El decreto, que además es de 
orden público, está alterando -como bien dijo el señor Ministro- la ecuación económica fundamental que dio origen a la negociación. 
Incluso hay allí una frase que abre la posibilidad de que el Estado intervenga activamente; estoy hablando de la frase que refiere al 
espíritu de las negociaciones. Reitero la pregunta: el hecho de que haya un decreto, ¿no torna esta relación un poco peculiar, no 
solamente entre Estado y proveedores particulares? 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Creo que es una pregunta procedente. Es natural y lógico que se diga que 
aquello que era un contrato entre una empresa pública (UTE) y privados pasó a estar intervenido por un decreto. Entonces, hay un 
acto soberano que incide sobre la ecuación económica del decreto. Frente a ese hecho, había que examinar cuál era la estrategia 
más adecuada, es decir, si era discutir la "legitimidad" -dicha entre comillas- del decreto, en tanto afectaba contratos celebrados con 
antelación a él, con efecto retroactivo, tratándose de un decreto de orden público, dictado al amparo de una legislación que había 
modificado totalmente el sistema económico argentino y tratándose de un decreto que nos dejaba abierta la ventana de recrear el 
espíritu original que había animado cada transacción. 


Nosotros examinamos este punto y lo estudiamos muy cuidadosamente con los abogados de UTE -entre ellos el doctor Varela- 
porque nos planteamos la posibilidad de ver qué camino era el más apropiado, si era el de impugnar el decreto de orden público 
que modifica el régimen general dentro de una emergencia pública del sistema de pagos de la República Argentina, 
fundamentalmente dirigido a las obligaciones en dólares, o sea, que el objeto central del decreto eran las obligaciones en dólares. 


El párrafo específico referido a las obligaciones en pesos es un elemento dentro del decreto, pero la sustancia de éste está 
referida, sin duda, a las obligaciones en moneda extranjera. Frente a eso, nos planteamos las posibilidades de éxito y de eficacia 
que podíamos tener, porque no se trata de movilizar un mecanismo, simplemente para crear el ejercicio de impugnación o de 


cuestionamiento de una disposición, sino que se trata de visualizar qué resultados es posible alcanzar. Llegamos a la conclusión -y 
de ahí la estrategia seguida- de que era necesario quedarnos en el terreno contractual y no entrar a discutir con la Argentina si 
tenía facultades constitucionales y legales para dictar el decreto, porque esto significaba entrar en una discusión despareja, porque 
resulta que un contratante por un contrato específico impugnaba un decreto, en términos generales. Nos pareció más sensato partir 
de esa relación subjetiva diciendo que se nos había modificado la ecuación y que por ello tenían que reconocer que se alteró el 
espíritu de la transacción original que hay que tener en cuenta. Por eso utilizamos esa estrategia. En la primera reunión de trabajo 
con la delegación argentina, pusimos especial énfasis en esa parte del decreto y les podría asegurar, por una percepción personal 
basada en los hechos, que la invocación de ese párrafo, sin duda, fue lo que habilitó la negociación. Pienso que no habría habido 
una negociación "vis á vis" UTE proveedores en la forma detallada y con los resultados alcanzados, más allá de que todavía 
tenemos que seguir peleando, si no hubiera habido cierta porosidad o fisura en el decreto que nos permitiese ingresar en este tipo 
de consideraciones. De ahí que nos pareció que lo más sensato era no hacer un abordaje total del decreto, porque eso hacía caer, 
O habría hecho caer, la frase que nos dejaba la puerta abierta. 


Si nosotros impugnábamos el decreto en su conjunto -repito que con escasas posibilidades de éxito, porque era decreto de orden 
público inserto, además, en un programa de emergencia pública y de reforma del régimen cambiario- y mañana el Uruguay 
autorizase un cambio de esta naturaleza, me pregunto qué sucedería con contratos que nuestro país hubiera celebrado en el 
extranjero. Pienso que el Estado uruguayo tendría que proteger su decreto y, obviamente, la República Argentina tiene que proteger 
el suyo. 


Me permito decir que quisiera revisar esta versión taquigráfica, porque no quiero dejar ningún cabo suelto que pueda ser utilizado 
en mi contra. Esa es la vieja regla del procesado en el régimen del "common law", aunque no así en el de Derecho romano. Como 
decía, no quisiera dejar nada que pudiera ser utilizado en contra de una posición uruguaya porque este es un tema del país y no 
exclusivamente del Gobierno. Me parece que la opción que teníamos era plantarnos en el contrato y en el párrafo del decreto que 
nos reconocía que había que retrotraer el espíritu original, y esa es la estrategia que seguimos. 


Según percibo, la pregunta del señor Senador Astori encierra otra pregunta, la de la posibilidad de haber abierto algún tipo de 
contencioso Estado-Estado, Estado "vis á vis" Estado. Sin embargo, eso hubiera sido dejar a la empresa pública estatal UTE 
tomada de una suerte de capítulo propio en el cual, de alguna manera, su defensa resultaba erosionada por la acción general del 
Estado uruguayo al decir que el decreto caiga o no se aplique. No renuncio a ningún procedimiento, y por eso hice referencia a que 
las negociaciones entre las partes son el primer capítulo de cualquier procedimiento de solución de controversias. 


Como decía, no renuncio a ninguna posible terapéutica futura, pero al momento en que esto se planteó, este decreto "nos movía el 
piso" desde el punto de vista de la situación y había que actuar rápida y lo más eficazmente posible para evitar que una ecuación 
de uno se convirtiera en tres. Entonces, procedimos del modo detallado, sin desconocer que toda norma que incide sobre 
relaciones contractuales anteriores y afecta derechos adquiridos y previsiones hechas por las partes, puede ofrecer un flanco de 
ataque por ilegalidad. También asumimos que esta norma tiene un carácter excepcional y un condimento de orden público que la 
convierte en una norma de difícil impugnación, conforme a la jurisprudencia argentina muy sostenida, como ser, normas de policía - 
no en el sentido inglés de la palabra- que son de aplicación inmediata y generales. Me parece que la estrategia seguida ha dado 
sus resultados. 


Estamos, de alguna manera, despejando una serie de problemas que nos acuciaban y nos estamos colocando en una mejor 
situación para continuar la negociación. Si resolvemos el problema concreto del gas simplemente al costo de una negociación 
bilateral comercial, sin utilizar la batería gruesa de la impugnación global del decreto, habremos hecho también un acto político, 
porque si hubiéramos impugnado ante un órgano jurisdiccional, común o arbitral, un acto de la naturaleza e importancia de este, 
habríamos generado una situación -no escapa al buen sentido de ninguno de los que están aquí- muchísimo más compleja y difícil 
de transitar después, en los varios capítulos que tenemos con la Argentina. Aquí se mencionó, por ejemplo, el tema de los 
incentivos; ello ha estado en nuestra conversación y estarán, seguramente, referidos en los próximos días. 


En definitiva -y concluyo- creo que la estrategia seguida fue la que aconsejaban las circunstancias, sin que esto implique resignar 
ningún principio, derecho o posibilidad; simplemente se trata de buscar el camino más hábil, más disponible, para lograr el 
resultado que todos estamos buscando, que es tener un suministro de gas con un precio competitivo. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGIA Y MINERIA.- Para corroborar lo que dice el señor Canciller, con respecto al 
problema que teníamos con el "take or pay" para setiembre -que era un problema adicional al del valor del gas- se llegó a un 
acuerdo pero se incluyó expresamente una cláusula en la cual se estableció al final que esa prórroga que se obtenía no significaba 
adelanto, opinión o sometimiento de ninguna de las partes a la posición de la otra parte en el tema del valor del gas y del 
Decreto N* 689/2002. Es decir que se obtuvo eso que nos acuciaba; sacamos la presión y se dejó abierta en forma expresa la 
posibilidad de seguir por ese lado. En este sentido, la vía que corresponde legalmente seguir, de acuerdo con la opinión de los 
abogados que actúan en la República Argentina, es realizar una petición administrativa en primer lugar -para lo cual se está en 
plazo- y luego introducir una serie de recursos administrativos. Pero esto no corresponde a la Cancillería ni al Ministerio de 
Industria, Energía y Minería; quien debe hacerlo es el titular del contrato, que es UTE en ese caso. De todas maneras, a veces la 
vía del juicio o de ir a los tratados es mucho menos efectiva -frente a lo acuciante de las situaciones diarias- que una negociación. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de los señores Ministros, Subsecretarios y asesores. Naturalmente, nos 
mantendremos en contacto y seguiremos considerando estos temas hasta la resolución definitiva sobre este insumo que, 
incorporado a la matriz energética uruguaya, cambia bastante las relaciones económicas y también la calidad de vida. 

Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 12 y 51 minutos) 
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Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


